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I. Introducción:  

El nuevo Código Civil y Comercial de la Nación que entró en vigencia e1 1° de agosto 

de 2015 introdujo grandes modificaciones, entre ellas la inclusión de una perspectiva de 

género como categoría de análisis de la sociedad y las normas. 

Según la Organización Mundial de la Salud (O.M.S, Ministerio de Salud 

Bogotá), el género hace referencia a la creación de conceptos sociales acerca de las 

funciones, comportamientos, actividades y atributos que cada sociedad atribuye para 

los hombres y las mujeres1. 

Pese a ello, en la actualidad existe la problemática sobre la interpretación de las normas 

desde una perspectiva de género que surge al momento de sentenciar por parte de los jueces, 

teniéndose en cuenta el rol de la Ley Nacional Nro. 26.485 de “Protección Integral para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres” y a nivel internacional la Ley 

Nro. 24.632 “CEDAW”. 

En función de ello, existe un debate referido a las interpretaciones de las leyes desde 

una perspectiva de género contra la interpretación de las normas desde una cosmovisión de 

dominación patriarcal, que genera desigualdad social para las mujeres. 

Debe considerarse que las leyes escritas expresan la voluntad del legislador, e 

interpretarlas es buscar su sentido. Se admite más de una interpretación, debe preferirse la 

                                                 
1   La salud es de todos. Minsalud (2021, 10 de marzo). Recuperado de 

https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/promocion-social/Paginas/genero.aspx (consultada el 19-05-

2021). 

https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/promocion-social/Paginas/genero.aspx
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que resulte más equitativa, no obstante el juez debe desconfiar de sus propias valoraciones 

de justicia, ya que en la interpretación jurídica juegan también otros valores (Martínez, 2006). 

Así tomando el fallo “R.C.E S/ RECURSO EXTRAORDINARIO DE 

INAPLICABILIDAD DE LEY” causa Nro. 63.006, dictado por el Tribunal de Casación 

Penal, Sala IV de la provincia de Buenos Aires el día 29 de octubre de 2019, nos encontramos 

con una decisión judicial,  que no incorpora la mirada de género a la cual se hace referencia 

y por ello, la imputada solicita la revisión de la misma incorporando dicha perspectiva, 

argumentando que la lesión que produjo en su marido (herida de arma blanca) se trató de un 

hecho de legítima defensa y no de una lesión, lo que permite eliminar la antijuricidad del 

hecho. 

Así, se observa una incomprensión de la problemática de la violencia contra la mujer 

por no incluirse la perspectiva de género en la interpretación de la misma. En efecto, se pone 

en tela de juicio la interpretación de la norma desde una visión de género. 

 Esto se debe a la existencia de un problema de relevancia, que se manifiesta como un 

problema de la determinación de la norma aplicable a un caso. Este problema implica la 

necesaria distinción entre la pertenencia de una norma a un sistema jurídico y su aplicabilidad 

(Moreso y Vilajosana, 2004). 

 En el caso de análisis se observa una pugna entre la aplicación de la norma que la 

calificaría como un hecho de defensa de una mujer víctima de violencia (Código Penal 

Argentino, en su artículo Nro. 34 inciso 6 ) o una norma que la  conceptualizaría como una 

lesión grave (Código Penal Argentino, en su artículo Nro. 89). 

La relevancia del caso de análisis radica en solucionar los problemas que surgen en la 

sociedad y que se debaten en el ámbito judicial desde una mirada de género, lo cual genera 

un corrimiento de las formas de interpretación cotidianas y patriarcales de juzgamiento. 

 

II. Premisa fáctica, historia procesal y decisión del Tribunal: 

 El fallo de estudio obtuvo en primer instancia el dictado de una sentencia del Tribunal 

en lo Criminal Nro. 6 de San Isidro el cual condenaba a la parte imputada a dos años de 

prisión en suspenso, por hallarla autora del delito de lesiones graves en contra de su ex pareja, 

ya que la mujer hirió a su marido con un arma blanca (cuchillo). Dicha sentencia fue apelada 

por los letrados defensores de la condenada, avanzando a una segunda instancia ante la 
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Cámara de Casación Penal de la provincia de Buenos Aires, la cual declaró improcedente la 

impugnación contra tal sentencia al alegarse la legítima defensa. 

Asimismo, con relación al recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto por la defensa 

contra la decisión antes reseñada, el Tribunal Superior consideró que no superaba e1 límite 

establecido por e1 artículo 494 del Código Procesal Penal de la provincia. Este artículo 

establece que se podrá interponer este recurso exclusivamente contra las sentencias 

definitivas que revoquen una absolución o impongan una pena de reclusión o prisión mayor 

a diez (10) años, lo que no aplica al caso. 

No obstante, sostuvo que la falta del adecuado planteamiento de la arbitrariedad  

alegada, eximía su obligación de ingresar a su conocimiento en su carácter de tribunal 

intermedio. 

En función de ello la agraviada interpuso un recurso extraordinario, ante la Suprema 

Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires en el cual la defensa focalizó sus 

argumentos en la doctrina de la arbitrariedad la de sentencia. Planteó que se omitió tratar un 

agravio federal, relativo a la falta de jurisdicción del tribunal de casación y que por ello se 

lesionó las garantías del debido proceso, defensa en juicio e imparcialidad. De igual modo, 

argumentó que la mujer condenada era víctima de violencia, por lo cual el hecho no debería 

encuadrar en la figura de lesiones graves, basándose en hechos tales como su relato, la pericia 

médica sobre esta y la prueba testimonial. 

En efecto luego de que la defensa expusiera los agravios que le provocaba dicha 

sentencia logró que el Tribunal se expidiera declarando procedente el recurso extraordinario 

interpuesto, ordenara que se deje sin efecto la sentencia apelada, vuelvan los autos al tribunal 

de origen y se dicte un nuevo pronunciamiento. Cabe destacar que dicho tribunal estaba 

conformado por los señores jueces Carlos F., Ricardo L. Lorenzetti, Elena I. Highton de 

Nolasco, Juan C. Maqueda y Horacio Rosatti quienes votaron de manera positiva y unánime. 

 

III. La ratio decidendi de la sentencia:   

La Corte Suprema de Justicia de la provincia de Buenos Aires expresó que la 

procedencia del agravio interpuesto por la condenada era motivo suficiente para invalidar 

el  pronunciamiento que la sentenciaba a dos años de prisión en suspenso, por hallarla autora 

del delito de lesiones graves en contra de su ex pareja. 
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 Además la Corte expuso que compartía los fundamentos y conclusiones a los cuales 

arribó el dictamen del señor Procurador General de la Nación interino. 

El tribunal estaba conformado por los jueces Carlos F., Ricardo L. Lorenzetti, Elena I. 

Highton de Nolasco, Juan C. Maqueda y Horacio Rosatti quienes votaron de manera positiva 

y unánime, declararon procedente el recurso extraordinario, dejaron sin efecto la sentencia 

apelada y se solicitó que vuelvan los autos al tribunal de origen para que se dicte un nuevo 

pronunciamiento con arreglo a lo expuesto.         

La Corte Suprema de Justicia de la provincia de Buenos Aires argumentó que al caso 

en análisis resulta aplicable, lo resuelto por el Tribunal en el precedente de Fallos “Di 

Mascio”, es decir reconoce que se interpuso un recurso de inaplicabilidad de la ley que 

contiene agravios de inexcusable carácter federal, por lo que dictamina que la vía ha sido 

incorrectamente denegada por la superior instancia provincial.  

De igual manera, adujo que se dictaminó a favor del recurso de la condenada por 

considerar que esta actuó en legítima defensa.  Abogó que la condenada declaró que era 

víctima de violencia de género por parte del padre de sus tres hijos y con quien convivía a 

pesar de la disolución del vínculo de pareja. Que el día del hecho como consecuencia de no 

haber saludado a su marido, este le pegó un empujón, piñas en el estómago y la cabeza, 

llevándola hasta la cocina. Allí ella tomó un cuchillo y se lo asestó en el abdomen, luego 

salió corriendo y fue a la casa de su hermano, quien la acompañó a la policía. La mujer dijo que 

no quiso lastimarlo, pero fue  su única forma de defenderse de los golpes. 

 También, sostuvo que el tribunal no  sólo descreyó arbitrariamente la versión de la 

mujer, sino que también omitió considerar prueba determinante que la avalaba. Al respecto 

señaló que la médica legista que examinó a la imputada dejó constancia de hematomas con 

dolor espontáneo y a la palpación en abdomen y miembros inferiores (piernas), y que refirió 

dolor en el rostro, sin observar lesiones agudas externas. Sostuvo que el tribunal valoró en 

forma absurda el informe para restarle entidad a la agresión del lesionado. 

Por otro lado, asintió y tomó como propio el argumento explayado por el Señor fiscal 

acerca de que la violencia de género, incluso la física, no siempre deja marcas visibles,  pese 

a que en el caso se constataron lesiones y la condenada manifestó dolor en todas las zonas 

donde dijo que recibió golpes.  

Replicó que el tribunal fue arbitrario porque, aunque tuvo por probado que la mujer fue 
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golpeada por su ex marido, descalificó el testimonio del nombrado por exagerado y mendaz, 

negó que constituyera violencia de género, en contradicción con lo dispuesto por la 

Convención Belem do Pará y la ley 26.485. 

 

IV. Antecedentes legislativo, doctrinario y jurisprudencial:  

La mirada de género que incorporan las modificaciones legislativas actuales, radica en 

los Tratados Internacionales de Derechos Humanos y el artículo 75° inc. 22 de la 

Constitución Nacional que les otorga jerarquía constitucional. 

De igual manera el artículo Nro. 4 de la Ley Nacional Nro. 26.485, “Ley de Protección 

Integral a las mujeres”, incorpora la mirada de género al definir a la violencia contra las 

mujeres como: 

“toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el 

ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte 

su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o 

patrimonial, como así también su seguridad personal”. 

 Además, en su artículo Nro. 6 determina modalidades de violencia, resultando 

aplicable a la cuestión de análisis la denominada violencia doméstica, que es aquella que se 

ejerce contra las mujeres por un integrante del grupo familiar (originado en el parentesco por 

consanguinidad o por afinidad, el matrimonio, las uniones de hecho y las parejas o noviazgos. 

Incluye las relaciones vigentes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia). 

En consonancia con ello, la Asamblea General de las Naciones Unidas en la Resolución 

65/228, de fecha 21 de diciembre de 2010, en el documento sobre Estrategias y medidas 

prácticas modelo actualizadas para la eliminación de la violencia contra la mujer en el campo 

de la prevención del delito y la justicia penal, exhorta a los Estados miembros para que se 

cercioren de que en los procedimientos penales el eximente de la legítima defensa de mujeres 

víctimas de violencia, en particular cuando haya síndrome de mujer maltratada, se tenga en 

cuenta en las investigaciones, instrucciones sumariales y sentencias contra ellas (apartado 

“k” del anexo procedimiento penal). 

En cuanto al plano internacional, la “Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer” conocida también como 

la  “Convención Belém do Pará”, afirma que la violencia contra la mujer constituye una 

https://es.wikipedia.org/wiki/Bel%C3%A9m_(Brasil)
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violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales, limitándole total o 

parcialmente el reconocimiento, goce y ejercicio de sus derechos y libertades. Así en su 

artículo Nro. 8 inciso b) reza: 

“Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, 

inclusive programas para modificar los patrones socioculturales de conducta de 

hombres y mujeres, incluyendo el diseño de programas de educación formales y no 

formales apropiados a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios 

y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la 

inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles 

estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia 

contra la mujer”. 

Simultáneamente y en relación a la interpretación de hechos defensivos de mujeres 

víctimas de violencia intrafamiliar, el Código Penal Argentino, en su artículo Nro. 34 inciso 

6 determina que no son punibles aquellos sujetos que obrare en defensa propia o de sus 

derechos, siempre que concurrieren las siguientes circunstancias: a) Agresión ilegítima; b) 

Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla; c) Falta de provocación 

suficiente por parte del que se defiende. 

Además siguiendo las palabras de Cerezo Mir: 

“el juez debe realizar un juicio ex ante, colocándose en el lugar del agredido y en el 

momento en que este creía inminente o se iniciaba la agresión. Eso significa que no 

es correcto partir únicamente y de modo descontextualizado de la conducta 

desplegada por el agresor en el instante previo a la acción defensiva, sino que han de 

tenerse en cuenta todas las circunstancias concurrentes en el hecho, incluidos los 

conocimientos de quien se defiende, en particular si ya conocía al agresor. Porque 

esos conocimientos especiales pueden permitirle detectar la inmediatez de un ataque 

que a ojos de un tercero quizás pase inadvertida. Está de sobra demostrado que las 

mujeres que viven inmersas en contextos intensos de violencia de género aprenden a 

convivir con la agresividad latente y saben reconocer la inminencia de un ataque 

incluso antes de que exista una amenaza explícita por determinadas formas de 

reacción del maltratador que ya conocen y han experimentado en vivencias previas. 

Por eso, resulta precipitado e inconsistente negar sin más la necesidad de la defensa 

cuando una víctima de violencia habitual se adelanta al ataque del maltratador y 

reacciona antes de que la agresión se vuelva intensa, porque es muy posible que su 
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conducta responda a la experiencia que le avisa del peligro inminente para su vida, 

como también puede suceder cuando reacciona después de una agresión que ha 

cesado momentáneamente porque sabe que se va a repetir y seguramente con mayor 

virulencia. De ahí que el historial de violencia siempre deba formar parte del material 

probatorio de la legítima defensa cuando una mujer mata a una pareja que la viene 

maltratando sistemáticamente, siendo obligatorio para los jueces incorporar ese dato 

en el proceso de valoración de la conducta defensiva” (Cerezo Mir, 1998, p. 168)2. 

Al mismo tiempo, no debe perderse de vista la mirada que brinda Rodríguez María 

(2015) acerca de la figura de la legítima defensa: 

“es una figura diseñada, formulada e interpretada desde un punto de vista 

absolutamente masculino. No fue pensada para mujeres que se defienden y menos 

cuando lo hacen en el marco del ámbito familiar o de las relaciones interpersonales. 

En este sentido la exigencia de una agresión actual o inminente no considera el 

historial de violencia previa sufrido por la mujer. Los tribunales carecen de 

conocimientos específicos para apreciar la percepción del peligro de las mujeres que 

han padecido estos historiales de violencia”.3 

          Puede verse una coincidencia entre diversos autores, al respecto de que las situaciones de 

violencia deben ser vistas desde una perspectiva de género que produzca la ruptura en el análisis 

habitual y patriarcal que históricamente se le ha efectuado.- 

En otro orden de ideas, se aboga a lo que expone Elena Larrauri, quien coincide con 

las ideas anteriormente expuestas: 

“Si hay una institución en el derecho penal que puede resultar discriminatoria para 

las mujeres en caso de aplicarse de forma rígida y formalista es precisamente la 

legítima defensa, porque sus requisitos se elaboraron sobre el modelo de 

confrontación hombre-hombre, pensando en personas con fuerza semejante y 

posibilidades de respuesta también similares, lo que deja fuera del “grupo de 

referencia” a la mayoría de las mujeres, cuya menor potencialidad física para repeler 

un ataque violento puede exigirle otro tipo de estrategias menos directas. Ello no 

significa que debamos prescindir de los requisitos legales de una causa de 

justificación tan asentada como la que estamos comentando, ni mucho menos que se 

                                                 
2 Autoras Varias (2020). “Mujeres Imputadas en contextos de violencia o vulnerabilidad”. Hacia una teoría 

del delito con enfoque de género. Madrid, Eurosocial. 
3 Rodríguez, María (2015, 5 de agosto), “Entre la culpa y la legítima defensa”. Recuperado de 

https://www.pagina12.com.ar/diario/sociedad/subnotas/278668-73800-2015-08-05.html (consultado el 6 de 

junio de 2021). 

https://www.pagina12.com.ar/diario/sociedad/subnotas/278668-73800-2015-08-05.html
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deban “atemperar” esas exigencias cuando es una mujer quien actúa. Se trata solo de 

corregir mediante interpretación el sesgo androcéntrico con el que fueron construidas 

muchas figuras jurídicas —entre ellas la legítima defensa—, pensadas en función de 

la forma en que los hombres ejercen la violencia y se defienden, dejando totalmente 

al margen a las mujeres como posibles agentes del derecho de defensa, sus 

particularidades y situaciones.” (Elena Larrauri, 1995, p. 166).4 

En la misma  dirección, el “Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do 

Pará“ (MESECVI), en su Recomendación General Nº 1 del año 2018 aconsejó incorporar un 

análisis contextual que permita comprender que la reacción de las víctimas de violencia de 

género no pueden ser medidas con los mismos estándares tradicionalmente utilizados para la 

legítima defensa en otro tipo de casos, ya que la violencia a la que se ven sometidas por el 

agresor en razón de su género, tiene características específicas que deben permear todo el 

razonamiento judicial de juzgamiento. 

En cuanto a la jurisprudencia relacionada con el hecho observado, la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación, el 1 de noviembre de 2011, en la causa “Leiva, María Cecilia s/ 

Recurso de Casación” revocó un fallo que condenaba a una mujer a 12 años de prisión por 

el asesinato de su pareja.  La mujer había argumentado que mató a su pareja al intentar 

defenderse de una situación de violencia que le hizo temer por su vida, la de sus hijos, y por 

su embarazo de seis meses al momento del hecho. 

 María Cecilia Leiva, en la noche del 3 de junio de 2005 le clavó un destornillador en 

el tórax a su pareja y padre de sus hijos, en la casa en la que vivían del barrio San Antonio 

Sur, en Catamarca. Esta sostuvo que actuó en legítima defensa, pero sus argumentos fueron 

descartados por la Cámara en lo Criminal de Catamarca, en el voto de la mayoría, con base 

en que algunos testigos declararon que María Cecilia no estaba golpeada.- 

Otro fallo ejemplificador resultan ser los autos “Díaz”. Causa Nº 5915, de fecha 

17/10/2013, de la Sala I del Tribunal de Casación Penal de la provincia de Buenos Aires, que 

hizo lugar a la impugnación, casó la sentencia recurrida y absolvió a la imputada por haber 

actuado en legítima defensa.- 

Dicho tribunal expresó: “La situación de agresión constante a la que fuera sometida 

[…] fue comprobada en el debate por los testimonios […], así como por los informes 

                                                 
4  Eurosocial, Programa para la cohesión social en América Latina (2020). “Mujeres Imputadas en contextos 

de violencia o vulnerabilidad”. Hacia una teoría del delito con enfoque de género. Madrid. 
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socioambiental, psicológico y psiquiátrico, y las copias de la causa […] que se originara por 

haberle disparado Benítez a Díaz con una escopeta. Toda una situación convivencial donde, 

probadamente, el occiso sometía a la imputada a reiterados maltratos y violencia de tipo 

psicológica y física […], es menester resolver si, como se dice en el decisorio impugnado, el 

movimiento corporal de Benítez fue ‘equívoco o inespecífico’[…]. No ha de estimarse tan 

solo a aquella conducta humana antijurídica dirigida a afectar algún bien jurídico de su 

destinatario, puesto que la amenaza o peligro de que ello pueda concretarse con premura o 

inmediatez, autoriza el ejercicio de la acción defensiva. […] Así, la acción de Benítez, 

ofuscado y violento, quien le acababa de decir a Díaz no me rompás las pelotas te voy a meter 

un balazo en la cabeza’, estirándose sobre la cama hacia la mesa de luz donde guardaba un 

arma de fuego, no es otra cosa que la continuación de una agresión verbal que comenzaba a 

transformarse en una agresión fáctica”. 

 

V. Posición de la autora:  

En esta instancia es preciso destacar que el autor se declara en favor de la resolución 

de la Corte Suprema de Justicia de la provincia de Buenos Aires.- 

Que dicha postura se sostiene en base a que la mujer que llevó a cabo el hecho delictivo, 

se encontraba inmersa en un contexto de violencia doméstica, resultando ser víctima de malos 

tratos físicos, verbales y psicológicos propinados por parte de su marido. En efecto, en el 

acontecer del hecho punible, no sería acorde tipificar al mismo bajo lesiones graves, pasando 

de alto la situación particular de la actora, sino que debe aplicarse la perspectiva de género y 

vislumbrar que esta encuadra en la legítima defensa. 

No debe perderse de vista, que la seguridad y los derechos de dicha mujer se 

encontraban en completo estado de vulneración y que peticionarle que se reunan los 

requisitos que configuran la legítima defensa sería generar una doble victimización en ella y 

significaría hacer caso omiso a la real necesidad de defender los derechos de esta y aplicar 

justicia. Por sobre todo, no debe pasarse por alto, que si ante el análisis de una cuestión de 

tal relevancia únicamente se limita a encuadrar el hecho y aplicar la pena que dispone el 

Código Penal, se estaría ante una sociedad retrógrada e inadaptada a los grandes cambios 

sociales y culturales. Es decir, solo se estaría reproduciendo un patrón cultural machista, de 
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estructura patriarcal que multiplica hechos que perjudican a la sociedad en su conjunto y 

particularmente a las mujeres víctimas de violencia. 

Así en el fallo en cuestión puede verse que en las primeras instancias no se decidió 

debidamente considerando lo ut-supra expuesto sino todo lo contrario. Por ende, se cayó en 

perjuicios y se señaló a una mujer como autora responsable del delito de lesiones, sin ver que 

esta era la principal perjudicada y que había sido víctima de su marido y ahora también de la 

justicia. Por consiguiente, la revisión de la sentencia por parte del Tribunal, la orden de 

dejarla sin efecto y de dictar un nuevo pronunciamiento, resulta ser la decisión acertada. 

Tanto los ciudadanos y por supuesto el Poder Judicial, se encuentra transitando un 

proceso adaptativo a las nuevas realidades y visiones, por ello se debe generar el esfuerzo 

por incluir de manera permanente la perspectiva de género en todos los planos de la vida, 

especialmente en la justicia.- 

 

VI. Conclusión:  

En síntesis, la Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires, llevó a cabo una 

revisión de la sentencia dictada en instancias inferiores, aplicando un análisis con 

incorporación de la perspectiva de género, que permitió el correcto encuadre del hecho 

delictivo bajo la figura de la legítima defensa, eximiendo a la acción de antijuricidad. 

Dicha resolución expuso que los anteriores tribunales no han incorporado al momento 

de sentenciar la visión de género y que continúan reproduciendo patrones culturales de 

dominación patriarcal. Así, al momento de interpretar un hecho tan específico como lo es la 

violencia de género, han incurrido en un grave problema de interpretación, al llevar a cabo 

el proceso de significación de la cuestión desde una mirada tradicional y machista. Por ello, 

debe agudizarse la mirada e interpretarlos desde un lugar ajeno al que se llevada adelante de 

manera histórica. En función de ello, se puede ver que el exámen de los requisitos de la 

legítima defensa admite diversas vías de interpretación y que es exigible a los tribunales que 

opten por aquella que resulte más adecuada a las valoraciones sociales contextualizada en 

tiempo y espacio, velando por el respeto de los derechos fundamentales de las personas. 

No debe de perderse de vista, que la mirada de género no significa garantizar mejoras 

y beneficios a las mujeres solo por su condición biológica, sino que debe incrementarse la 

mirada de género a sabiendas que el ser mujer la condiciona socialmente y que la ubica en 
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una posición de desventaja que se ha reproducido a lo largo del tiempo y la cual debe ser 

eliminada.  

De ahí que el Poder Judicial debe trabajar enfocado en corregir mediante la 

interpretación la mirada hombre-centro con el que fueron construidas muchas figuras 

jurídicas tal como finalmente ocurre en el caso en estudio. 
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